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SENTENCIA Nº 4360/2024 

Magistrada: 
Barcelona, 16 de octubre de 2024 

ANTECEDENTES DE HECHO 

PRIMERO.- Que por la referida parte actora se dedujo demanda origen de los 
presentes autos, en base a los hechos y fundamentos de derechos que estimaba de 
aplicación, suplicando que, se tuviera por presentado dicho escrito con los documentos 
que acompañaba y previos los trámites legales dictara sentencia 

SEGUNDO.- Que admitida a trámite la demanda, se dio traslado de ella a la parte 
demandada, para que en el plazo de veinte días compareciera y contestara a la demanda, 
lo que así hizo, alegando los hechos y fundamentos de derecho que estimó de aplicación. 
Las partes interesaron los medios de prueba que consideraron pertinentes y útiles, no 
considerando necesaria la celebración de vista, quedando los autos vistos para sentencia al 
proponerse como medio de prueba únicamente la documental, de confonnidad con el 
artículo 429. 8 de la LEC. 
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TERCERO.- Que en la tramitación de este expediente se ha observado todas las 
prescripciones legales. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO. 

PRIMERO.- Acciones ejercitadas 

La parte actora ejercitó una acción de nulidad, por su carácter abusivo, de la cláusula 
de atribución de gastos a la parte prestataria incorporada como condición general de la 
contratación en la escritura de préstamo hipotecario de fecha 10 de abril de 2015. Solicitó 
también la devolución de las cantidades abonadas en su virtud más los intereses legales. 

SEGUNDO.- La condición de consumidor y la normativa aplicable. 

La primera cuestión que debe ser analizada en esta instancia es la normativa 
aplicable para la resolución de la cuestión jurídica controvertida y, en concreto, si resulta 
de aplicación la normativa tuitiva de consumidores y usuarios, teniendo en cuenta que la 
parte demandada no cuestiona la condición de consumidor de la parte demandante. 

En el presente caso, el préstamo hipotecario aportado con la demanda, dada su 
tipología, objeto y partes contratantes (entidad prestadora del dinero y consumidor), se 
enmarcan en el árnbilo de la contratación de consumo, lo que determina la aplicación de 
la normativa especial de consumo, tanto la comunitaria como la estatal. 

En concreto, resulta de aplicación la Directiva 93/13/CEE de 5 de abril de 1993, 
sobre las cláusulas abusivas en los contratos celebrados con consumidores, el Real 
Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el Texto 
Refundido de ia Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras 
leyes complementadas (en adelante RDL 1/2007) y el contenido de la Ley de 
Condiciones Generales de la Contratación de 1998, pues nos encontramos ante una 
relación jurídica entablada entre una entidad bancaria y un consumidor. 

TERCERO.- De la abusividad de la cláusula de gastos. Efectos de la 
declaración de nulidad de la cláusula de gastos. Prescripción. 

La jurisprudencia ha tenido ocasión de pronunciarse en dos resoluciones distintas 
respecto del carácter abusivo de las cláusulas relativas a los gastos del contrato de préstamo 
hipotecario: (i) la STS 705/2015, de 23 de diciembre de 2015 (ECLI:ES:TS:2015:5618), en 
el ámbito de una acción colectiva; y (ii) la Sentencia 147/2018, de 15 de marzo de 2018 
(ECLI:ES:TS:2018:848), en el ámbito de una acción individual. 
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--~ Doc. eiectr611ic_ ,.Jmc:r,i;_l "mb ,;ic:patwa-e. Adre,;a web per verificar: 1 Codi Segur de Verificec,ó: 

f1I R_1 https ·/leJcBLjus!;c1a _genc;,t ,c.;t!IAP/consultaCSV .html A0D50I M017NX 1 FSB1 L935QB40T7 A88M 

Dala i hora I Signat per Barcones Agustín, Nuria; 

,1../J 161101202-S-
~~ 10:17 1. 

~---~ -:, n-· .. -e.,:-.:-< .• :-.,--,, .. , ,cc,,:cstc:1ccc,a:-a:-. °'C"atc:a.-!uc:n-ya,--· A"d:;:m:c,ccncc,sc:tra=-c:c,oc:n:-d:;:e:-J.-u:::s"t<c:c,a:-:cen=cccalc:a.-,uc;ñ::-a--- Pilgina 2 de 10 



NOTIFICACIÓNLEXNITtiv kmaleon ; 202410712823253 

4/12 

En la STS 705/2015, de 23 de diciembre de 2015, el TS justifica el carácter abusivo 
de la cláusula de gastos en que aparecía expresamente recogida en el listado de cláusulas que 
la Ley considera abusivas (la llamada lista negra), concretamente, en el artículo 89.3º del 
TRLGDCU. También alude a que la estipulación ocasiona al consumidor un desequilibrio 
relevante, que no hubiera aceptado razonablemente en el marco de una negociación 
individualizada, lo que implica una remisión a la norma general sobre cláusulas abusivas del 
artículo 82. l del RDL 1 /2007 (artículo 3.1 de la Directiva 1393), que dice lo siguiente: «Se 
considerarán cláusulas abusivas todas aquellas estipulaciones no negociadas 
individualmente y todas aquéllas prácticas no consentidas expresamente que, en contra de 
las exigencias de la buena fe causen, en perjuicio del consumidor y usuario, un 

desequilibrio importante de los derechos y obligaciones de las partes que se deriven del 
contrato)>. 

Las posteriores Sentencias del Tribunal Supremo 147/2018 y 148/2018, ambas de 
15 de marzo de 20 l 8, insisten en esa misma idea y la desarrollan en relación con los efectos, 
esto es, analizan a que concretos conceptos alcanza la declaración de nulidad. De todas esas 
sentencias del TS podemos deducir que el fundamento de la abusividad de la cláusula de 
gastos en lajurisprndencia del TS es doble: 

(i) De una parte, porque se encuentra expresamente recogida en el catálogo de 
cláusulas que la Ley tipifica como abusivas, en concreto en las del artículo 89.3º 
TRLGDCU. 

(ii) De otra, en la cláusula general de abusividad del art. 82 TRLGDCU, al 
consideraT el Tribunal Supremo que se trata de una cláusula que impone al consumidor todos 

los gastos de forma indiscriminada. 

En consecuencia, y por tales motivos, se declara la nulidad de la cláusula de gastos. 

Sentado !o anterior, debe analizarse ahora la excepción de prescripción 
invocada por la parte demandada, debiendo para ello traer a colación la Sentencia 
dictada por el TJUE en fecha 16 de julio de 2020 (asuntos acumulados C-224/19 y 

C-259/19). 

El Tribunal de Justicia de la Unión Europea establece en su Sentencia de 16 
de julio de 2020 que "el Derecho de la Unión no se opone a una normativa nacional que, a la 
vez que reconoce el caíácter imprescriptible de la acción de nulidad de una cláusula abusiva 
incluida en un contrato celebrado entre un profesional y un consumidor, sujeta a un plazo de· 
prescn'pción la acción difigida a hacer valer los efectos restitutorios de esta declaración, siempre 
que se respeten los principios de equivalencia y de efectividad." y ha apuntado también que "un 
plazo de prescripción de cinco años aplicable a fa acción dirigida a hacer valer los efectos 
restitutorios de la clec!eración de la nulidad de una cláusula abusiva no parece, en principio y sin 
perjuicio de la apreciación por parte del órgano jurisdiccional remitente de los elementos 
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mencionados en el antetior apartado 85, que pueda hacer imposible en fa práctica o 
excesivamente difícil el ejercicio de los derechos conferidos por/a Directiva 93/13." 

Las dudas que se han venido planteado en cuanto a la fecha de inicio del cómputo del 
plazo de prescripción han sido resueltas por el TS en su sentencia de 14 de junio de 2024 
que ha establecido la fecha de inicio de la prescripción y así en la referida sentencia 
resume la jurisprudencia del TJUE anterior a la cuestión prejudicial que se planteó en el 
recurso, y que establece: i) que es compatible que la acción de nulidad de una clausula sea 
imprescriptible con el establecimiento de un plazo de prescripción para la acción dirigida 
a hacer valer los efectos restitutorios de esa declaración; ii) que, para salvaguardar los 
principios de equivalencia y efectividad es preciso que el plazo de prescripción no sea 
menos favorable que el aplicable a recursos similares de carácter interno y no debe 
imposibilitar en la práctica ni dificultar excesivamente el ejercicio de los derechos 
conferidos al consumidor; y iii) que el plazo de prescripción de esta acción restitutoria no 
puede empezar a correr desde la fecha de cumplimiento íntegro de ese contrato cuando, 
para acciones similares basadas en ciertas disposiciones del Derecho interno, ese mismo 
plazo únicamente empieza a correr a partir de la declaración judicial de la causa de esas 
acciones. A continuación, examina la doctrina que el TJUE da en la sentencia de 25 de 
abril de 2024 (C-561/21, que responde a la cµestión prejudicial planteada por la Sala) y en 
las sentencias de 25 de enero de 2024 (C-810/21, C-811/21, C-812/21 y C-813/21) y de 
25 de abril de 2024 (C-484/2): i) La Directiva 93/13 no se opone a qµe la prescripción 
comience d día en que adquirió firmeza la sentencia que declaró el carácter abusivo de la 
cláusula de gastos, por ser el momento en que el consumidor tiene Jlil conocimiento cierto 
de la irregularidad de la cláusula; y sin que esto atente al principio de seguridad jurídica, 
pues es el propio profesional el que, prevaliéndose de su posición de superioridad, ha 
generado esa situación. ii) El profesional tiene la facultad de probar, en cada caso, qµe ese 
consumidor tenía o podía razonablemente tener conocimiento de la abusividad de la 
cláusula antes de dicta:·se una sentencia que declare su nulidad. iii) No cabe computar el 
plazo desde la fecha en la que el Tribunal Supremo dictó una serie de sentencias en las 
que declaró abusivas ese tipo de cláusulas, o desde la fecha de determinadas sentencias 
del TJUE, porgue: la declaración de abusividad de un tipo de cláusula, que debe 
examinarse caso por caso, no entraña la de todas las cláusulas de esa clase y no cabe 
presumir que el consumidor pueda razonablemente tener conocimiento de que una 
cláusula contenida en su contrato tiene un alcance equivalente al de una cláusula tipo que 
el tribunal supremo nacional ha declarado abusiva. 

En definit;va, el TS asume lo resuelto por el TJUE y concluye que, salvo en 
aquellos casos en que la entidad prestamista pruebe que, en el marco de sus relaciones 
contractuales, ese concreto consumidor pudo conocer en una fecha anterior que la 
cláusula de gastos era abusiva, el día inicial del plazo de prescripción de la acción de 
restitución de gastos hipotecarios indebidamente pagados por un consumidor será el de la 
firmeza de la seniencia que declara la nulidad de la cláusula que obligaba a tales pagos. 

En el caso examinado, al no haber probado la demandada qµe .los consumidores 
tuvieran conocimiento de la abusividad de la cláJisJila de gastos antes de la firmeza de la 
sentencia que decla,ó su nulidad, no cabe considerar que la acción de restitución estuviera 
prescrita. 
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Establecido lo anterior, en cuanto a los efectos de la declaración de 
nulidad, debe recordarse que, tal como reitera el TJUE en su Sentencia de 16 de julio de 
2020 (C-224/19 y C-259/19), "debe considerarse que, en principio, una cláusula contractual 
declarada abusiva nunct) ha existido, de manera que no podrá tener efectos frente al consumidor. Por 
consiguiente, la declaración judicial del carácter abusivo de tal cláusula debe tener como consecuencia, en 
principio, e{ restablecimiemo de la situación de hecho y de Derecho en la que se encontraría el 
consumidor de no haber existido dicha cláusula (sentencia de 21 de diciembre de 2016, Gutiérrez Naranjo 
y otros, C-154/15, C-307115 y C-308115, EU:C:2016:980, apartado 61). 

Así, tras la dec'iaración de abusividad de la cláusula litigiosa, la misma no puede 
ser moderada, sino que debe procederse a su expulsión del contrato, debiendo actuarse 
como si nunca hubiera existido, de modo que cada parte deberá afrontar los gastos a cuyo 
cargo corresponde según lo dispuesto en nuestro ordenamiento jurídico; así lo indica el 
TJUE en la referida Sentencia al indicar que la Directiva 93/13 deben interpretarse en el 
sentido de que se oponen a que, en caso de nulidad de una cláusula contractual abusiva 
que impone al consurn idor el pago de la totalidad de los gastos de constitución, el juez 
nacional niegue al consumidor la devolución de las cantidades abonadas en virtud de esta 
cláusula, salvo que las disposiciones de Derecho nacional aplicables en defecto de tal 
cláusula impongan al consumidor el pago de la totalidad o de una parte de esos gastos. 

Una vez superade. dicha cuestión, debe acudirse a las normas de derecho interno para 
resolver la concreta pe1ición restitutoria ejercitada por la parte actora, debiendo para ello 
traer a coiación la dcctrina expuesta por el Tribunal Supremo en sus Sentencias 44/2019, 
46/2019, 47/2019, 48/2019 y 49/2019, dictadas en fecha 23 de enero de 2019, en las que, 
con cita en lo dispue;;to en las sentencias 147/2018 y 148/2018, de 15 de marzo, el 
Tribunal Supremo anai iza el ordenamiento jurídico nacional y fija el criterio a seguir en 

tales casos: 

En relación al pago del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos 
Jurídicos Documentados y sobre la base de lo previsto en la LITPAJD, en el 
Reglamento óel impuesto y a la vista de la jurisprudencia de la Sala Tercera de lo 
Contencioso Administrativo del Tribunal Supremo, la Sala Primera del Tribunal 
Supremo establece y ftja las siguientes reglas: 

o Respecto de la constitución de la hipoteca en garantía de un préstamo, el 

sujeto pasivo del impuesto de transmisiones patrimoniales y actos jurídicos 
docurnc:itados es el prestatario. 

o En lo qt•e respecta al pago del impuesto de actos jurídicos documentados, 
en cuanto al derecho de cuota variable en función de la ·cuantía del acto o 
negocio jurídico que se documenta. será sujeto pasivo el prestatario. 
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o En cuanto al derecho de cuota fija, por los actos jurídicos documentados 

del timbre de los folios de papel exclusivo para uso notarial en los que se 
redactan la matriz y las copias autorizadas, habrá que distinguir entre el 
timbre de la matriz y el de las copias autorizadas. Respecto de la matriz, 
corresponde el abono del impuesto al prestatario, salvo en aquellos casos 
en que exista un pacto entre las partes sobre la distribución de los gastos 
notariales y registrales, en los que también se distribuirá el pago del 
impuesto por la matriz. Mientras que, respecto de las copias, habrá que 
considerar sujeto pasivo a quien las solicite. 

o Las primeras copias de escrituras notariales que documenten la 

cancelación de hipotecas de cualquier clase están exentas en cuanto al 
gravamen gradual de la modalidad "Actos Jurídicos Documentados" que 
grava los documentos notariales. 

En relación al pago de los gastos notariales y con base en Jo dispuesto en la norma 
Sexta del Anexo l! del Real Decreto 1426/1989, de 17 de noviembre, por el que se 
aprueba el Arancel de los Notarios, que establece que la obligación de pago de los 
derechos corresponderá a los que hubieren requerido la prestación de las funciones 
o los servicios del Notario y, en su caso, a los interesados según las normas 
sustantivas y fiscales, y si fueren varios, a todos ellos solidariamente, el Tribunal 
Supremo interpreta dicha norma y establece que, dado que la normativa notarial 
habla en general de interesados, pero no especifica si a estos efectos de redacción 
de la matriz el interesado es el prestatario o el prestamista y el préstamo 
hipotecario es una realidad inescindible, en la que están interesados tanto el 
consumidor por la obtención del préstamo, como el prestamista por la garantía 
hipotecaria, el pago de los gastos que genera su otorgamiento deben distribuirse 
por mitad. 

En relación al pago de los gastos del Registro de la Propiedad y con base en lo 
dispuesto en el Real Decreto 1427/1989, de 17 de noviembre, por el que se 
aprueba el Arancel de los Registradores de la Propiedad, que en la Norma Octava 
de su Anexo II, apartado l.º establece que los derechos del Registrador se pagarán 
por aquél o aquéllos a cuyo favor se inscriba o anote inmediatamente el derecho, 
siendo exigibles también a la persona que haya presentado el documento, pero en 
el caso de las letras b) y c) del articulo 6 de la Ley Hipotecaria, se abonarán por el 
transrnitente o interesado, el Tribunal Supremo interpreta dicha norma y establece 
que, visto que la garantía hipotecaria se inscribe a favor del banco prestamista, 
deberá ser éste el que asuma el pago de los gastos que ocasione la inscripción del 

contrato de préstamo hipotecario. 
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En relación al pago de los gastos de gestoría, no existiendo norma legal que 
atribuya su pe.go al prestamista o al prestatario y visto que las gestiones se realizan 
en interés o beneficio de ambas partes, el Tribunal Supremo establecía que el 
gasto generado por este concepto deberá ser sufragado por mitad; no obstante, en 
Sentencia 555/2020 de 26 de octubre de 2020 y en Sentencia 35/2021 de fecha 27 
de enero de 2021, el Tribunal Snpremo establece que dicho "criterio no se acomoda 

bien a la doctrina contenida en la ST JUE de 16 de julio de 2020, porque con anterioridad a la Ley 
5/2019, de 15 de marzo, de Contratos de Crédito Inmobiliario, ·no existía ninguna previsión 
normativa sobre cómo debían abonarse esos gastos de gestoría. En esa situación, ante la falta de 
una norma nacional aplicable en defecto de pacto que impusiera al prestatario el pago de la 
totalidad o de ;:na parte de esos gastos, no cabía negar al consumidor la devolución de las 
cantidades abonadas en virtud de la cláusula que se ha declarado abusiva." 

En relación a los gastos de tasación, el Tribunal Supremo establece en su 
Sentencia 35/2021 de fecha 27 de enero de 2021 que "Ni el RD 77511997. de 30 de 

mayo, sobre régimen jurídico de homologación de los servicios y sociedades de tasación, ni la 
Orden ECQ/805/.2003, de 27 de marzo, sobre normas de valoración de bienes inmuebles, 
contienen disposición normativa alguna sobre quién debe hacerse cargo del coste de la tasación. 

De ahí que, de úcuerdo con la STJUE de 16 de julio de 2020, ante la/alta de una norma nacional 
aplicable en defecto de pacto que impusiera al prestatario el pago de la totalidad o de una parte 

de esos gasros, no cabía negar al consumidor la devolución de las cantidades abonadas en virtud 
de la cláus1da q1 1e se ha declarado abusiva." 

En el caso que nos ocupa la actora ha aportado las facturas correspondientes y por ello 
la demandada ha tenido conocimiento de la reclamación concreta que se le efectúa. 

En consecuencia y en atención al criterio más reciente fijado por el Tribunal Supremo 
en su Sentencia 35/2821 de fecha 27 de enero de 2021 sobre el reparto de gastos, debe 
condenarse a la parto demandada a reintegrar a la parte demandante la suma de 1848,58 
euros, cuyo importe responde a los siguientes conceptos y cuya acreditación resulta de las 
facturas aportadas, 

- la correspondiente a mitad de notario, la suma de 542,06 euros 
- la de registro, ia suma de 616,91 euros 

- la de gestoría, l.e suma de 362,91 euros 
- la de tasación, la suma de 326,70 euros 

La cuestión relativa a la imposición de los intereses en caso de condena al 
reintegro de las cantidades abonadas en aplicación de la cláusula de gastos, ha sido 
resuelta por la STS de 19 de diciembre de 2018, en el sentido de proceder su aplicación 
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desde el momento en el que se abonaron dichos gastos por el prestatario y ello con 
independencia de! retraso o no en la reclamación. Así, la referida STS establece: 

"aunque el art. i 303 CC no fuera propiamente aplicable al caso, lo relevante es que la sentencia 
recurrida no ha respetado Las consecuencias a las que obliga la declaración de abusividad. conforme al 
art. 6.1 de la Directiva 93/13. De lo que se trata es de la compensación o retribución al consumidor por un 
gasto que asumió en exclusiva y que, total o parcialmente, correspondía al profesional, pero que no recibió 
éste, slno que se pagó a !erceros. En consecuencia, para dar efectividad al tan mencionado art. 6.1 de la 
Directiva, en lo que respecta a los intereses que han de devengar las cantidades que debe percibir el 
consumidor, resulta aplicable analógicamente el art. 1896 CC, puesto que la calificación de la cláusula 
como abusiva es equipara Me a la mala fe del predisponente. Conforme a dicho precepto, cuando haya de 
restituirse una cantidad de dinero deberá abonarse ei interés legal desde el momento en que se recibió el 
pago indebida -en este case, se produjo el beneficio indebido- (sentencia 727/1991, de 22 de octubre). A su 
vez, la semcncia 331/1959, de 20 de mayo, declaró, en un supuesto de pago de lo indebido con mala fe del 
beneficiado, que la deuda de éste se incrementa con el interés legal desde la recepción, asi como que la 
regla espec{fica de intereses del art. 1896 CC excluye, «por su especialidad e incompatibilidad», la 
general de los arts. 1 /01 y fJ 08 CC (preceptos considerados aplicables por la sentencia recurrida)." 

Es por ello, por lo que se condena al pago de los intereses del artículo l. 303 del 
Código Civil, desde la fecha de los respectivos abonos. 

CUARTO.- Costas. 

El atiículo 394.1 de la LEC establece que:" en los procesos declarativos las costas de la 
primera instancia se impondrán a la parte que haya visto rechazadas todas sus pretensiones, salvo que el 
tribunal aprecie, y así io razone, que el caso presentaba serias dudas de hecho o de derecho. Para apreciar, a 
efectos de condena en costas, que el caso era juridicamente dudoso se tendrá en cuenta la jurisprudencia 
recaída en casos similares. 

Si fuere parcial ;a estimación o desestimación de las pretensiones, cada parte abonará las costas 
causadas a su instancia y las comunes por mitad, a no ser que. hubiere méritos para imponerlas a una de 
ellas por haber litigado t:ün temeridad." 

En el present.e caso, la estimación ha sido total al estimarse las pretensiones 
principales del actor y deben ser impuestas las costas al demandado. 

FALLO 

ESTIMO la demanda interpuesta y, en consecuencia: 

1. Declaro nula por abusiva la cláusula de gastos de la escritura de 
préstamo con garantía hipotecaria de fecha 1 O de abril de 2015, suscrito 

encrc las partes del presente procedimiento. 
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2. Condeno a la demandada a abonar a la actora la cantidad de 1848,58 
euros así como a los intereses legales devengados desde el momento en 
el que se efectuó su pago, y los intereses del art. 576 de la LEC desde 
el dictado de esta sentencia. 

3. Se imponen las costas a la demandada. 

Modo de impugnación: recurso de APELACIÓN ante la Audiencia Provincial de 
Barcelona (art.455 de la LEC). 

El recurso se interpone mediante un escrito que se debe presentar en este órgano 
judicial dentro del plazo de VEINTE días, contados desde el siguiente al de la 
notificación, en el que se debe exponer las alegaciones en que se base la impugnación, 
citar la resolución apelada y los pronunciamientos que impugna. Además, se debe 
constituir, en la cuenta de Depósitos y Consignaciones del órgano judicial ate el que se 
interponga el recurso, el depósito a que se refiere la DA 15ª de la LOPJ reformada por 
la LO 1 /2009, de 3 de noviembre. Sin estos requisitos no se admitirá la impugnación 
(arts. 458.1 y 2 de la LEC). 

Lo acuerdo y firmo. 
La Magistrada 

Puede consultar el estado de su expediente en el área privada de seujudicia\.gencat.cat 

Los interesados quedan informados de que sus datos personales han sido incorporados al fichero de 

asuntos de esta Oficina Judicial, donde se conservarán con carácter de confidencial, bajo la salvaguarda y 

responsabilidad de la misma, dónde serán tratados con la máxima diligencia. 

Quedan informados de que los datos contenidos en estos documentos son reservados o confidenciales y 

que el tratamiento que pueda hacerse de los mismos, queda sometido a la legalidad vigente. 

Los datos personales que las partes conozcan a través del proceso deberán ser tratados por éstas de 

conformidad con la normativa general de protección de datos. Esta obligación incumbe a los profesionales 

que representan y asisten a las partes, así como a cualquier otro que intervenga en el procedimiento. 

El uso ilegítimo de los mismos, podrá dar lugar a las responsabilidades establecidas legalmente. 

En relación con el tratamiento de datos con fines jurisdiccionales, los derechos de información, acceso, 

rectificación, supresión, oposición y limitación se tramitarán conforme a las normas que resulten de 
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